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			Introducción

			“Recobrar salud y mantener fueros 
non se face sense dineros” 
(Aforismo medieval)

			Las costas procesales por su repercusión económica es una materia de gran interés para las partes que intervienen en un proceso y de suma importancia para los profesionales que actúan en el mismo.

			La tasación de costas en el ordenamiento español se basa en la existencia de unos gastos y unos derechos que por ley se encuentran fijados dentro de unos estrechos márgenes de discrecionalidad. No se pretende remunerar la oportunidad o eficacia de la actuación de un profesional, ni el resarcimiento completo de los gastos causados, sino únicamente fijar la contraprestación que objetivamente ha de reintegrarse a la parte por la obligación legalmente impuesta de tener que contratar los servicios de un profesional. Así pues, a la hora de tasar las costas, no se trata de valorar la actividad jurídico-procesal desplegada por el profesional, sino de fijar la cantidad que objetivamente puede repercutirse a la parte contraria. Y conforme al Decreto de 30 de octubre de 2018 (LAJ Maria Teresa Rodríguez Valls) “como ya se ha pronunciado la Sala en otras ocasiones (Autos de 8 de noviembre de 2007, 8 de enero de 2008, 25 de mayo de 2010, entre otros muchos), no se trata de decidir cuáles deben ser los honorarios del Abogado de la parte favorecida por la condena en costas, ya que el trabajo de éste se remunera por la parte a quien defiende y con quien le vincula una relación contractual, libremente estipulada por las partes contratantes, sino de determinar la carga que debe soportar el condenado en costas respecto de los honorarios del letrado minutante. Atendiendo a los criterios anteriormente expuestos, en especial el esfuerzo de dedicación y estudio exigido por las circunstancias concurrentes, el valor económico de las pretensiones ejercitadas en el pleito, la complejidad y trascendencia de los temas suscitados en esta fase del procedimiento, los escritos objeto de minutación, así como las alegaciones de las partes y el informe no vinculante del Colegio de Abogados...”.

			Dicho decreto fue recurrido en recurso de revisión que fue desestimado por Auto TS de fecha 18 de diciembre de 2018 (ponente Sr. Francisco Marín Castán) en el sentido siguiente:

			Procede la desestimación del recurso por las mismas razones que en otros casos semejantes y se expresan, por ejemplo, en los recientes autos de 23 de mayo de 2018, rec. 1992/2015, y 25 de septiembre de 2018, rec. 1871/2015. Este último declaró:

			“1. ª) Constantemente se viene declarando por esta sala (entre los más recientes, autos de 17 de enero de 2018, rec. 3334/2014, 31 de enero de 2018, rec. 1185/2010, 7 de febrero de 2018, rec. 1851/2014, 14 de febrero de 2018, rec. 3283/2014, 18 de abril de 2018, rec. 2762/2015, y 23 de mayo de 2018, rec. 1992/2015): que la solución de todas las controversias planteadas al respecto de la consideración o no como excesivos de los honorarios de los letrados incluidos en la tasación de costas pasa por el examen de las circunstancias concretas del caso y su acomodación a los parámetros o y criterios que rigen en la materia, lo que incumbe en primer lugar al LAJ, como encargado de la resolución inicial del incidente, y posteriormente a esta sala en el caso de que dicha resolución fuese recurrida en revisión en la forma que prevé la LEC; que la tasación tiene únicamente por objeto determinar la carga que debe soportar el condenado en costas respecto de los honorarios del letrado minutante y que, a tal fin, la minuta incluida en la tasación debe ser una media ponderada y razonable dentro de los parámetros de la profesión, no solo calculada de acuerdo a criterios de cuantía, sino además adecuada a las circunstancias concurrentes en el pleito, el grado de complejidad del asunto, la fase del proceso en que nos encontramos, los motivos del recurso, la extensión y desarrollo del escrito de impugnación del mismo, la intervención de otros profesionales en la misma posición procesal y las minutas por ellos presentadas a efectos de su inclusión en la tasación de costas, sin que para la fijación de esa media razonable que debe incluirse en la tasación de costas resulte vinculante por sí sola la cuantía del procedimiento ni el preceptivo informe del Colegio de Abogados, ni ello suponga que el abogado minutante no pueda facturar a su representado el importe íntegro de los honorarios concertados con su cliente por sus servicios profesionales;

			“(iii) que la función revisora de la sala se contrae a los casos en que el decreto dictado por el LAJ infrinja normas procesales o incurra en arbitrariedad, irrazonabilidad o falta de proporción, sin que sea posible usar el recurso de revisión para sustituir esa ponderación por un nuevo juicio de mejor criterio por parte de esta sala.” Así, en la aplicación al caso de esta doctrina se vienen desestimando recursos de revisión sustentados en alegaciones similares a las del presente, por obviar que la decisión del LAJ objeto de revisión fue tomada en el desempeño de la función ponderativa que significa el cálculo de los honorarios que tiene legalmente atribuida, que dicha decisión no se sustentó únicamente en el valor orientador de la cuantía del procedimiento y del dictamen del ICAM, sino que tomó en consideración los aspectos que la parte recurrente en revisión considera que fueron preteridos (en particular, el trabajo realizado por el Abogado minutante, esto es, el esfuerzo de dedicación y estudio desplegado en función de las concretas circunstancias concurrentes, sin obviar en ningún momento la concreta complejidad y trascendencia de los temas suscitados en esta fase del procedimiento ni que el trabajo en esta fase venía en cierto modo aligerado por el previo estudio en las instancias anteriores de la totalidad o parte de la cuestión o cuestiones que finalmente accedieron al recurso de casación) y, en fin, por basarse este recurso de revisión en apreciaciones meramente subjetivas sin el menor respaldo en factores objetivos y de todo punto contrastables que permitan cuestionar el dato, este sí objetivo y contrastado, de que la labor del Abogado minutante en los recursos inadmitidos se limitó a unas sucintas alegaciones en el correspondiente trámite a que dio lugar la providencia de esta sala poniendo de manifiesto la concurrencia de posibles causas de inadmisión.

			En consecuencia, no se da en el recurso un solo argumento que permita apreciar objetivamente que el decreto impugnado se aparta de los criterios que rigen en esta materia (tampoco en cuanto a las condena en costas al letrado minutante, ya que su minuta fue considerada excesiva por el ICAM, y esto descartaba no estar al tenor literal del art. 246.3 II LEC). Por más que la parte recurrente en revisión no comparta la valoración que de esos factores se hizo por la LAJ de sala en el desempeño de su función ponderativa, no puede considerarse que el decreto no expresase las razones de su decisión ni que estas se sustentasen en factores ajenos a los que la doctrina de esta sala viene exigiendo para fijar la carga que ha de soportar la parte vencida en costas, ni que concurran en este caso las circunstancias que llevaron a la sala a apreciar falta de proporción en otros casos cuya semejanza con el presente no se justifica mínimamente, razones que en su conjunto abocan a desestimar un recurso de revisión que no es más que un intento de sustituir esa ponderación de la LAJ por un nuevo juicio de mejor criterio por parte de esta sala”.

			El modelo de la tasación de costas en el ordenamiento jurídico español tiene su origen en el derecho romano (concretamente la liquidación de costas), donde no había diferencia entre la condena en costas y su liquidación; sencillamente el Juez (encargado de fijar los gastos procesales) en una misma resolución posterior a la sentencia se encargaba de determinar los criterios de imposición, así como la determinación de los importes correspondientes.

			La particularidad de la tasación de costas en el ordenamiento jurídico español presenta como eje vertebrador las funciones que ejercían los antiguos Escribanos en relación con los gastos del pleito en el proceso común. Y según Lalinde Abadía, en el Fuero Real es dónde se da por descontado que es el Alcalde quien juzgaba sobre las costas en los distintos supuestos; pero a causa de la burocracia de los grandes órganos colegiados se llegó a la especialización de funcionarios dedicados a tasar los derechos de los diversos procedimientos. En los tribunales colegiados se produce la especialización de funcionarios que trabajaban en ello: ante dichos órganos se elaboraba una “memoria de costas o tasación de costas” en la que se fijaban las remuneraciones del personal, así como los gastos del proceso. Asimismo, señala Gandásegui Aparicio que en el ordenamiento procesal castellano sujeto a las leyes de Partidas, los gastos del proceso estaban directamente ligados a la documentación, puesto que los gastos del proceso se centraban fundamentalmente en la escrituración y la expedición de copias manuscritas. A tal efecto, ya Cervantes afirmaba que “no hay cosa que más crezca que causa en manos de Escribano”.

			La condena en costas, determinaba el sujeto responsable del pago; por su parte, el incidente de tasación de costas, cuantificaba los gastos procesales documentados en autos que se podían repercutir. A causa de ello, la tasación de costas en el ordenamiento jurídico español presenta una acusada diferencia en comparación con los países de nuestro entorno, puesto que existe un funcionario público a quien se le atribuye la misión de regular los gastos que pueden repercutirse a la parte que ha sido condenada en costas. Así, actualmente, la tasación de costas está atribuida al Cuerpo de Letrados de la Administración de Justicia, si bien con anterioridad a la Ley civil rituaria de 1855 existía la figura del Repartidor Tasador y posteriormente se desempeñó esta función por los Escribanos quienes junto a la figura de los Relatores desembocaron en la antaña figura del Secretario Judicial, nomenclatura que llegó prácticamente hasta nuestros días y fue objeto de cambio de denominación por la de Letrados de la Administración de Justicia a tenor de la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial operada por la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio.

			La regulación básica de la tasación de costas, tiene su fundamento en el artículo 119 de la Constitución Española cuando establece que “La Justicia será gratuita cuando así lo disponga la ley, y, en todo caso, respecto de quienes acrediten insuficiencia de recursos para litigar”.

		

	
		
			Capítulo I 

			Concepto

			El concepto de costas se deriva del art. 241 párrafo segundo de la misma Ley de Enjuiciamiento Civil al señalar que se considerarán “gastos” del proceso aquellos desembolsos que tengan su origen directo e inmediato en la existencia de dicho proceso, y “costas” la parte de aquellos que se refieran al pago de los siguientes conceptos:

			1.	Honorarios de la defensa y de la representación técnica cuando sean preceptivas.

			2.	Inserción de anuncios o edictos que de forma obligada deban publicarse en el curso del proceso.

			3.	Depósitos necesarios para la presentación de recursos.

			4.	Derechos de peritos y demás abonos que tengan que realizarse a personas que hayan intervenido en el proceso.

			5.	Copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos que hayan de solicitarse conforme a la Ley, salvo los que se reclamen por el tribunal a registros y protocolos públicos, que serán gratuitos.

			6.	Derechos arancelarios que deban abonarse como consecuencia de actuaciones necesarias para el desarrollo del proceso.

			Por su parte, la Ley 37/2011 añadió al fin en las costas la inclusión de la tasa que debe abonarse para el ejercicio de la actuación jurisdiccional en los supuestos previstos, ya que se añade un nuevo ordinal 7.º al párrafo segundo de dicho precepto, con la siguiente redacción:

			7.	La tasa por el ejercicio de la potestad jurisdiccional, cuando ésta sea preceptiva. Con ello, se añadirá este concepto en la tasación de costas.

			Sin embargo, en el Real Decreto-Ley 3/2013, de 22 de febrero, por el que se modifica el régimen de las tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y el sistema de asistencia jurídica gratuita se establece, como excepción, que: 

			“no se incluirá en las costas del proceso el importe de la tasa abonada en los procesos de ejecución de las hipotecas constituidas para la adquisición de vivienda habitual. Tampoco se incluirá en los demás procesos de ejecución derivados de dichos préstamos o créditos hipotecarios cuando se dirijan contra el propio ejecutado o contra los avalistas”.

			Y ello, a fin de evitar que los particulares que sean ejecutados en un proceso de estas características tengan que sumar a su deuda el del importe de la tasa judicial.

			Asimismo, se ha de precisar que las costas de los procedimientos judiciales son aquellos gastos que (habiéndose producido en el juicio y no antes ni después de concluso éste), permite la Ley que sean impuestos a los litigantes o a alguno de ellos, de acuerdo con dos parámetros: un criterio para determinar su imposición; y otro subsiguiente, para delimitar los gastos que son incluibles. Es decir, nuestro sistema legal determina en primer lugar qué parte litigante debe pechar con los gastos del proceso, y después, se practica la liquidación de esos gastos, pues la Ley no admite que todos los gastos del juicio sean incluidos en la tasación.

			Cuando se genera un conflicto jurídico pueden distinguirse dos clases de gastos: 1º) los no incluibles en la tasación, como los honorarios del abogado por el asesoramiento previo al inicio de la actuación procesal o las sumas destinadas a obtener documentos, copias o antecedentes, los cuales, ciertamente, tienen su causa en el proceso, pero son previos a éste y, 2º) los incluibles en la tasación realizados durante la tramitación del proceso. El principio rector para su imposición, es en la jurisdicción civil el de vencimiento, es decir, que el vencedor de un proceso no debe hacer frente a los gastos que haya ocasionado el reconocimiento de su derecho, de modo que la parte vencida debe ser condenada al pago de las costas originadas a su contrario, además de las propias.

			Por otra parte, debe ponerse de relieve que la jurisprudencia constitucional ha reiterado la constitucionalidad de la imposición de costas procesales: “... ninguno de los dos sistemas de imposición de costas que estructura nuestro ordenamiento jurídico procesal afecta a la tutela judicial efectiva, que consiste en obtener una resolución fundada en Derecho dentro de un proceso tramitado con las garantías legalmente establecidas, ni al derecho de defensa, toda vez que la imposición de costas opera sin incidencia alguna sobre tales derechos constitucionales, al venir establecida en la Ley como consecuencia económica que ha de soportar, bien la parte que ejercita acciones judiciales que resultan desestimadas, bien aquella que las ejercita sin fundamento mínimamente razonable o con quebranto del principio de buena fe (Auto TC 18/2000, de 17 de enero).

			Así, del conjunto de normativa legal puede extraerse una primera conclusión: las costas procesales son gastos producidos como consecuencia directa e inmediata de la existencia del proceso; sin embargo, no todos los gastos producidos a consecuencia del proceso tienen la consideración de costas procesales. Y el legislador ha optado por acotar las partidas que tendrán consideración de costas mediante dos vías; la primera de las cuales es la enumeración positiva de los desembolsos que se reputarán costas procesales. En segundo lugar, se ha ultimado el perfil de los conceptos integrantes de las costas, por vía negativa, en el apartado 2 del art. 243 LEC, relacionando ciertos gastos originados por el proceso que no tendrán la catalogación de costas. Concretamente, no se incluirán en la tasación los derechos correspondientes a escritos y actuaciones inútiles, superfluas o no autorizadas por la ley, ni las partidas de las minutas que no se expresen detalladamente o que se refieran a honorarios que no se hayan devengado en el pleito. Asimismo, el párrafo segundo del mismo apartado 2 -de nueva redacción, introducida por la Ley 13/2009- prevé que tampoco serán incluidas en la tasación de costas los derechos de los procuradores devengados por actuaciones meramente facultativas, que hubieren podido ser practicadas en otro caso por las oficinas judiciales.

		

	
		
			Capítulo II 

			Novedades en la impugnación de la tasación de costas en la Ley Orgánica 1/2025

			La Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, ha introducido modificaciones significativas en el régimen de las costas procesales, especialmente en lo que respecta a la impugnación de la tasación de costas por excesivas. Una de las principales novedades, es la supresión de la condena en costas en el incidente de impugnación de la tasación de costas por excesivas, salvo en casos de abuso del servicio público de justicia.

			Este concepto de “abuso del servicio público de justicia” se recoge en el Preámbulo de la Ley 1/2025, que brinda pautas difusas para su interpretación, estableciendo que el abuso del servicio público de justicia se erige como excepción al principio general del principio del vencimiento objetivo en costas, al sancionar a aquellas partes que hubieran rehusado injustificadamente acudir a un medio adecuado de solución de controversias, cuando este fuere preceptivo, conculcando en este caso las reglas de la buena fe procesal. Este abuso puede apreciarse en la utilización irresponsable del derecho fundamental de acceso a los tribunales recurriendo injustificadamente a la jurisdicción cuando hubiera sido factible y evidente una solución consensuada de la controversia, como son los litigios de cláusulas abusivas ya resueltos en vía judicial con carácter firme y con idéntico supuesto de hecho y fundamento jurídico, o en los casos en que las pretensiones carezcan notoriamente de toda justificación impactando en la sostenibilidad del sistema, del cual quiere hacerse participe la ciudadanía.

			Un ejemplo práctico de “abuso del servicio público de justicia” como criterio para la imposición de costas sería en el caso de que una parte rehúse injustificadamente participar en medios adecuados de solución de controversias y posteriormente pierde el juicio: en este caso, el juez podrá imponerle las costas, incluso sin mala fe.

			Esta reforma busca evitar la práctica de múltiples tasaciones de costas debido a incidentes de impugnación de las costas principales. Se considera que, dada la complejidad y la falta de reglas estrictas en la interpretación de los criterios de honorarios, no es adecuado imponer costas salvo que se detecte un abuso procesal. Además, se ha introducido el concepto de “abuso del servicio público de justicia” como criterio para la imposición de costas.

			En cuanto a la impugnación de la tasación de costas por indebidas, la reforma establece que, si la impugnación es totalmente desestimada y se determina que la parte impugnante actuó con abuso del servicio público de justicia, se impondrán las costas del incidente a dicha parte o al profesional que realizó la impugnación.

			Estas modificaciones reflejan un enfoque más riguroso y equilibrado en la gestión de las costas procesales, incentivando el uso de métodos alternativos de resolución de conflictos y sancionando el abuso procesal.

			1.	Tramitación

			El esquema de tramitación de la impugnación de la tasación de costas en virtud de la Ley Orgánica 1/2025, de 2 de enero, se estructura en diversas actuaciones:

			1.1. Emisión de la resolución de tasación de costas 

			Tras la resolución del litigio, la parte vencedora y beneficiaria en costas, solicita que por el Secretario judicial (hoy en día, Letrado de la Administración de Justicia correspondiente) se practique la tasación de las costas del proceso. Esta tasación incluye el detalle de los honorarios de abogado y procurador (cuando sean preceptivos) y los gastos generados por el proceso judicial.

			A.	Tramitación del incidente ante el juez

			La tramitación del incidente de impugnación de la tasación de costas ante el juez, según la Ley Orgánica 1/2025, sigue una serie de pasos procesales específicos. Su regulación está contenida en:

			Art. 245 nº 5 LEC: “Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores y en el mismo plazo, la parte condenada al pago de las costas podrá solicitar la exoneración de su pago o la moderación de su cuantía cuando hubiera formulado una propuesta a la parte contraria en cualquiera de los medios adecuados de solución de controversias al que hubieran acudido, la misma no hubiera sido aceptada por la parte requerida y la resolución judicial que ponga término al procedimiento sea sustancialmente coincidente con el contenido de dicha propuesta.

			Las mismas consecuencias tendrá el rechazo injustificado de la propuesta que hubiese formulado el tercero neutral, cuando la sentencia recaída en el proceso sea sustancialmente coincidente con la citada propuesta.

			A la solicitud de exoneración o modificación deberá acompañar la documentación íntegra referida a la propuesta formulada, que en este momento procesal y a estos efectos, estará dispensada de confidencialidad. De no acompañarse dicha documentación, el Letrado de la Administración de Justicia, mediante decreto, inadmitirá a trámite la solicitud. Frente a este decreto cabrá interponer recurso de revisión”.

			Art. 245 bis LEC: Tramitación y decisión de la solicitud de exoneración o reducción. “1. Si tras la tasación la parte condenada al pago de las costas hubiera solicitado su exoneración o la moderación de su cuantía de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 245.5, el letrado o la letrada de la Administración de Justicia dará traslado a la otra parte por tres días para que se pronuncie sobre dicha solicitud. 2. En el caso de que la parte favorecida por la condena en costas aceptase la exoneración o la reducción solicitada de contrario, se procederá por el letrado o la letrada de la Administración de Justicia a dictar decreto fijando, en su caso, la cantidad debida en los términos de la solicitud. Se entenderá que presta su conformidad a la solicitud si deja pasar el plazo sin evacuar el traslado. Contra este decreto cabrá interponer recurso de revisión. 3. En el caso de que la parte favorecida por la condena en costas no aceptase la exoneración o la reducción solicitada de contrario, se resolverá por el tribunal si son o no procedentes en la cuantía tasada, mediante auto sin condena en costas. Si se considerara procedente una reducción, el auto deberá indicar el porcentaje concreto y las partidas objeto de la misma. Contra este auto cabrá interponer recurso de reposición. 4. Una vez firme la resolución que hubiera denegado la exoneración o la reducción, así como la que hubiera reducido la cuantía de las costas, se procederá, en su caso, a tramitar la impugnación de la tasación de costas por excesivas o indebidas de acuerdo con lo previsto en el artículo siguiente”.

			Primero. Interposición del incidente de impugnación (artº 245 bis LEC). En cuanto al plazo, el incidente debe interponerse dentro del mismo plazo de 10 días hábiles desde la notificación de la resolución de tasación de costas. Se presenta ante el juzgado o tribunal que haya resuelto el litigio principal, una vez practicada la tasación de costas por el LAJ. En cuanto a su contenido, mediante una solicitud de exoneración de su pago o la moderación de su cuantía, se entiende, que conjunta o separadamente con una posible impugnación por excesivas o indebidas de la tasación de costas.

			Segundo. Inadmisión/Admisión a trámite. Inadmisión: El juez o tribunal revisará si el incidente cumple con los requisitos formales y si es procedente. Admisión: Se dará traslado por el Letrado de la Administración de Justicia a la otra parte por termino de 3 días, para que se pronuncie sobre dicha solicitud.

			Tercero. Alegaciones o transcurso del término. Presentación de alegaciones: en el caso de que la parte favorecida por la condena en costas aceptase la reducción solicitada de contrario, se dicta por el LAJ, decreto contra el que cabe recurso de revisión fijando, en su caso la cantidad debida en los términos dela solicitud. Si se deja pasar el plazo de 3 días sin evacuar el traslado, se entenderá que presta su conformidad a la solicitud, y se resuelve por decreto, contra el que cabe recurso de revisión.

			Cuarto. Resolución del incidente. Si la parte favorecida en costas no aceptase la exoneración o reducción solicitada de contrario:

			1.	Se resolverá por el juez/magistrado por auto, si son o no procedentes en la cuantía tasada, sin condena en costas.

			2.	Si se considerara procedente una reducción, el auto deberá indicar el porcentaje concreto y las partidas objeto de la misma.

			Quinto. Posibilidad de recurso. Contra este auto cabe interponer recurso de reposición.

			Sexto. Continuación. Seguir en su caso la impugnación por excesivas o indebidas. Una vez firme la resolución que hubiera denegado la exoneración o la reducción, así como la que hubiera reducido la cuantía de las costas, se procederá, en su caso, a tramitar la impugnación de la tasación de costas por excesivas o indebidas de acuerdo con lo previsto en el artículo siguiente (art. 246 LEC).

			B.	Tramitación del incidente ante el LAJ

			Primero. Presentación del incidente de impugnación de la tasación. Cualquier parte que considere que la tasación practicada es excesiva o indebida puede presentar un incidente de impugnación ante el órgano judicial que haya resuelto el litigio. La impugnación debe basarse en la alegación de que las costas no se ajustan a lo dispuesto por la ley (exceso de las cantidades o indebida inclusión, exclusión o improcedencia de algunos conceptos).

			Segundo. Plazo para la impugnación. El plazo para presentar el incidente de impugnación es de 10 días hábiles desde la notificación de la tasación de costas.

			Tercero. Tramitación del incidente (art. 246 LEC)

			A)	Por EXCESIVAS: Sólo la minuta del abogado y del perito. No será necesario en el ámbito del art. 438 bis cuando se haya emitido informe previamente, salvo que resulte justificado por la concurrencia de circunstancias diversas de las tenidas en cuenta por el Colegio de Abogados para la elaboración del informe previo (art. 246.1 LEC). Se tramita ante el Letrado de la Administración de Justicia que la haya practicado la tasación de costas. En este punto, se pueden presentar alegaciones y pruebas sobre los gastos y honorarios que se cuestionan. Habrá que oír por 5 días a dichos profesionales:

			a)	Si aceptan la reducción, se dicta decreto fin incidente (cabe recurso revisión)

			b)	Si no se acepta, testimonio al Colegio de Abogados o al Colegio, asociación o corporación profesional a que pertenezcan, para que emita informe, que es preceptivo, pero no es vinculante.

			B)	Por INDEBIDAS: (minuta de abogado, procurador y perito). Se da traslado a la otra parte por 3 días, para que se pronuncie sobre la inclusión o exclusión de las partidas reclamadas. Se resuelve por decreto del LAJ en 3 días.

			Cuarto. Desestimación o estimación de la impugnación. Si la impugnación es desestimada, se procederá a la confirmación de la tasación de costas. Si la impugnación es estimada, el Letrado de la Administración de Justicia ajustará la tasación de costas según lo que estime pertinente. Cuando una de las partes sea titular del derecho a la asistencia jurídica gratuita, no se discutirá ni se resolverá en el incidente de tasación de costas cuestión alguna relativa a la obligación de la Administración de asumir el pago de las cantidades que se le reclaman por aplicación de la Ley de Asistencia Jurídica Gratuita (art 246 nº 6 LEC).

			Quinto. Posibilidad de recurrir la decisión del LAJ. Si alguna de las partes no está conforme con la decisión del incidente de impugnación que ha resuelto el LAJ, podrá recurrir en revisión la resolución ante el mismo juzgado, previa consignación del depósito para recurrir, y será resuelto por auto por el Magistrado-Juez, contra el que no cabe recurso.

			Sexto. Ejecución de la tasación de costas final. Una vez que el incidente haya sido resuelto y no quede recurso pendiente, la tasación de costas será definitiva y podrá ejecutarse. La parte condenada al pago de las costas deberá satisfacer las cantidades fijadas conforme a la resolución final.

			Séptimo. Imposición de costas adicionales por abuso del servicio público de justicia (artº 246 nº 4, parr. 3). En casos en que la impugnación fuese:

			A)	Totalmente desestimada, se impondrán las costas del incidente a la parte impugnante si hubiera obrado con abuso del servicio público de justicia, o al profesional que impugnó la tasación para que se incluyeran gestos que consideraba debidamente justificados o reclamados.

			B)	Total o parcialmente estimada, se impondrán, también, en el caso de que se hubiera obrado con abuso del servicio público de justicia al perito o la parte a la que defienda el abogado/a cuyos honorarios se hubieran considerado excesivos o indebidos (art. 246.4, parr 2)

			Esto implica, que quien actuó de manera indebida o infundada tendrá que hacerse cargo de los costos generados por el incidente. Este procedimiento tiene como objetivo asegurar la equidad y la eficiencia en el proceso de resolución de litigios y, con la reforma de la Ley Orgánica 1/2025, se busca evitar abusos y fomentar la resolución más eficiente y justa de las disputas.

		

	
		
			Capítulo III 

			Aprobación de las costas

			La Ley 13/2009 dio un paso decisivo al atribuir tales funciones al Letrado de la Administración de Justicia. Puede afirmarse, que en este ámbito se ha excluido al Juez de la sustanciación y se le ha dado un papel de exclusivo órgano de recurso. Así las cosas, el art. 243 LEC ya preveía que la tasación de costas se practicaría por el Letrado de la Administración de Justicia del Tribunal que hubiere conocido del proceso o recurso respectivamente. Con la reforma del año 2010 se agrega el siguiente inciso: “o, en su caso, por el Secretario judicial encargado de la ejecución”. Por tanto, no tan solo se refuerza la figura del Letrado de la Administración de Justicia como responsable de la tasación de costas, sino que se incorpora la perspectiva del nuevo modelo de oficina judicial, en cuyo organigrama -arts. 437-439 LOPJ- se contempla que puedan existir servicios comunes procesales -en este caso de ejecución-, en cuyo supuesto el Letrado de la Administración de Justicia responsable de la tasación sería (según los modelos de referencia) el adscrito al Servicio Común de Tramitación (SCT) o el que estuviera al frente del Servicio Común de Ejecución (SCE).

			Con la reforma del año 2010, el art. 244 LEC también ha experimentado una importante modificación que debe ser objeto de una valoración favorable. El texto del precepto mantiene inalterados sus dos primeros puntos, pero incorpora un apartado tercero. Así, en el punto 1 se prevé que, una vez practicada la tasación de costas por el Letrado de la Administración de Justicia, se dará traslado a las partes por plazo común de diez días. A su vez, el punto 2 mantiene la previsión de que, una vez acordado este traslado, no se admitirá inclusión o adición de partida alguna, reservando el interesado su derecho para reclamarla de quien y como corresponda. Y la novedosa previsión del apartado 3 del art. 244 LEC, ha consistido en establecer que, si transcurrido el plazo de diez días no ha sido impugnada la tasación practicada, el Letrado de la Administración de Justicia la aprobará mediante decreto. Esta reforma supone una notable mejora técnica del precepto por dos motivos:

			•El primero se refiere a que la norma legal a partir de la reforma, prevé una resolución expresa que apruebe la tasación de costas, incluso para el caso en que las partes no hayan formulado impugnación de la tasación practicada, poniendo fin a situaciones, muy criticadas por la doctrina, de cierta ambigüedad procesal en que, al no exigirse resolución expresa aprobando la tasación, se propiciaba tramitaciones diferentes, en unos casos con auto o providencia aprobando la tasación, y en otros, sin ningún tipo de resolución. Por tanto, resulta elogiable esta mejora técnica porque, aunque en la praxis la aprobación de la tasación, generalmente por auto, se había convertido en un mero trámite formal, resulta procedente para conformar un título ejecutivo que permita iniciar el correspondiente proceso de ejecución. No hubiese pasado nada si no se hubiese previsto dicha resolución ni siquiera en los países de la Unión Europea toda vez que el propio Reglamento (CE) n.º 44/2001 en su art. 32 dispone que se entenderá por “resolución” cualquier decisión adoptada por un tribunal de un Estado miembro con independencia de la denominación que recibiere, tal como auto, sentencia, providencia o mandamiento de ejecución, así como el acto por el cual el Letrado de la Administración de Justicia liquidare las costas del proceso. Y en idéntico sentido, su versión revisada, Reglamento (UE) nº 1215/2012, que desde el 10 de enero de 2015 sustituye entre los Estados miembros al Reglamento 44/2001, cuyo art. 2.a) dispone que se entenderá por “resolución” cualquier decisión adoptada por un órgano jurisdiccional de un Estado miembro, con independencia de la denominación que reciba, tal como auto, sentencia, providencia o mandamiento de ejecución, así como el acto por el cual el Letrado de la Administración de Justicia liquide las costas del proceso.

			•El segundo motivo de valoración positiva de la reforma del art. 244.3 LEC es, que se confiere al Letrado de la Administración de Justicia no tan solo la competencia de practicar la tasación sino también la de aprobarla formalmente, descargando al titular del órgano jurisdiccional de una tarea típica de gestión administrativa. Y aunque es cierto que dicho decreto podrá ser recurrido directamente en revisión, hay que considerar que esta posibilidad en la práctica es remota, puesto que, si ambas partes no se han opuesto a la tasación inicial de las costas, es del todo improbable que cuestionen el decreto que formaliza la aprobación de las mismas.

			Por otra parte, la Ley 13/2009 culminó la reforma en materia de tasación de costas en los arts. 245 y 246 LEC. De esta forma, en el art. 245 se han mantenido inalterados los trámites y plazos procesales instaurados por la LEC del 2000, así como los motivos de impugnación. Sin embargo, en el punto 4 del art. 245, en donde se preveía las formalidades del escrito de impugnación y su eventual no admisión por incumplir dicho escrito los requisitos formales previstos, se ha incorporado la siguiente mención expresa: “... el Secretario judicial (LAJ), mediante decreto, inadmitirá la impugnación a trámite. Frente a dicho decreto cabrá interponer únicamente recurso de reposición”. Por tanto, en coherencia con los principios rectores de la reforma implantada en el año 2010, también el Letrado de la Administración de Justicia, será el competente para no admitir el escrito de impugnación cuando éste no reúna los requisitos formales exigibles, siendo recurrible esta decisión únicamente en reposición.

			Finalmente, el art 246 LEC, que regula los trámites de impugnación de costas por excesivos y por indebidos, culmina la reforma, confiriendo al Letrado de la Administración de Justicia la competencia de resolverla mediante decreto que, no obstante, será recurrible en revisión, no cabiendo contra el auto que resuelva la revisión recurso alguno. Por tanto, a la vista de las reformas introducidas por la Ley 13/2009 en la LEC en materia de costas, puede concluirse que también en este ámbito, la figura del Letrado de la Administración de Justicia judicial ha salido notablemente reforzada, adaptándose la legalidad a lo que constituía práctica habitual en los órganos jurisdiccionales y reconociéndose al Letrado de la Administración de Justicia el papel que le correspondía.

			En cuanto a los motivos de impugnación de la diligencia de tasación de costas, hay que observar que en la Ley 1/2000 -a diferencia de lo que sucedía en la LEC de 1881- se prevé que la impugnación de la tasación de costas, puede provenir tanto de la parte favorecida como de la parte condenada. De acuerdo con lo preceptuado en los arts. 245 y 246 LEC, las costas pueden impugnarse por las siguientes causas:

			a)	Por excesivas. En el art. 246.1 y 2 LEC se establece que cuando los honorarios de los abogados, peritos u otros profesionales no sujetos a arancel sean impugnados por excesivos, se oirá en el plazo de cinco días al profesional de que se trate y, si no aceptare la reducción de honorarios que se le reclame, se pasará testimonio del procedimiento al Colegio profesional correspondiente, para que emita informe. En el reformado punto 3 del mismo precepto se establece que el Letrado de la Administración de Justicia, a la vista de lo actuado y de los dictámenes emitidos, dictará decreto manteniendo la tasación realizada o, en su caso, introducirá las modificaciones que estime oportunas. Contra dicho decreto cabrá recurso de revisión, no cabiendo otro recurso contra el auto que resuelva la revisión.

			b)	Por indebidas. En el reformado apartado 4 del art. 246 LEC se regula la impugnación de la tasación de costas por haberse incluido en ella partidas de derechos u honorarios indebidos o por no haberse incluido en aquélla gastos debidamente justificados y reclamados. La nueva redacción dada por la Ley 13/2009 suprime el emplazamiento de las partes para una vista y su continuación con arreglo a lo dispuesto para el juicio verbal, substituyéndose por el traslado del escrito a la otra parte por tres días para que se pronuncie sobre la inclusión o exclusión de las partidas reclamadas, resolviendo el Letrado de la Administración de Justicia a los tres días siguientes mediante decreto, frente al cual cabrá interponer recurso de revisión, sin que quepa recurso alguno frente al auto que resuelva la revisión. El régimen de impugnación por indebidas es aplicable al supuesto de no incluirse en la tasación los gastos debidamente justificados y reclamados por la parte acreedora de las costas. Esta posibilidad, que admitía la práctica forense, se consigna de forma expresa en el apartado 3 del artículo 245 LEC, que concede el derecho a la parte favorecida por la condena en costas a impugnar la tasación por no incluir gastos debidamente justificados y reclamados, o por no haber recogido la totalidad de la minuta de honorarios del abogado, o de perito, profesional o funcionario no sujeto a arancel que hubiese actuado en el proceso a su instancia, o en no haber sido incluidos correctamente los derechos del procurador.
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